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Este informe subraya una de las problemáticas más serias de la región en el ámbito de empresas y derechos humanos en los últimos años: los ataques a las libertades civiles y a las y los defensores de derechos humanos. América Latina ha experimentado un alarmante aumento en el número de casos de violencia y criminalización en contra de defensores y defensoras, líderes y lideresas comunitarias, sindicalistas y organizaciones. Un informe de 2016 de Global Witness reporta que 185 activistas ambientales fueron asesinados a nivel mundial en 2015; dos tercios en América Latina, “por mucho el mayor número de muertes reportadas anualmente”. Lo anterior, ha sucedido a la par de los avances en materia de empresas y derechos humanos en América Latina. Gobiernos y empresas se han comprometido con los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos de las Naciones Unidas; cinco países iniciaron un proceso para la elaboración de Planes Naciones de Acción sobre empresas y derechos humanos y, Ecuador ha liderado las discusiones sobre la propuesta de un tratado vinculante en la materia.  

De septiembre 2013 hasta diciembre de 2016, hemos contactado en 156 ocasiones a empresas para que respondan a supuestos abusos en contra de defensores y defensoras, lo que equivale al 43.8% del total de las invitaciones enviadas a las empresas a responder a denuncias en América Latina. El sector con el mayor número de supuestos abusos en contra de defensores y defensoras es el energético (que incluye petróleo, gas, carbón e hidroeléctricas) con 41% del total de las invitaciones enviadas. En segundo lugar, se encuentra el sector minero (27%), seguido del sector de la construcción (13%) y del sector agrícola, alimentos y bebidas (12%).  

Con relación a los tipos de abusos cometidos en contra de defensores y defensoras, los abusos más comunes fueron:



En nuestra muestra, los países más peligros para las y los defensores fueron Colombia (con 40% de las invitaciones a responder), México (22%), Guatemala (10%), Honduras (7.5%) y Brasil (7.5%), mientras que el resto de la región concentró el 13 por ciento de dichas invitaciones. A continuación, proporcionamos una selección de casos que ejemplifican la gravedad y las características de la problemática, acompañada de las conclusiones y recomendaciones para empresas y gobiernos. 

Ataques físicos 

	
“Con el incremento en demanda de productos minerales, forestales y de aceite de palma; gobiernos, empresas y grupos criminales están acaparando tierras en conflicto con las personas que las habitan…Las comunidades que se defienden se encuentran, cada vez más, en la línea de fuego de empresas de seguridad, fuerzas estatales y un mercado creciente de asesinos a sueldo” - Reporte de Global Witness, 2016. Peace Brigades International y Front Line Defenders han llegado a conclusiones similares en sus informes recientes.




Por ejemplo, a principios de 2016, en Brasil, Nilce Souza Magalhães fue asesinada por realizar una campaña sobre los daños sociales y ambientales de las hidroeléctricas en el estado de Rondônia. Otra mujer defensora, Marinalva Manoel, fue violada y asesinada en 2014 por realizar acciones para proteger las tierras de las comunidades guaraní de la ocupación ilegal para la caña de azúcar, la soya y la ganadería. En el estado de Pernambuco, en 2015, recibimos una respuesta del Complejo Industrial y Portuario de Suape (CISP) sobre acusaciones por acoso a las comunidades afectadas por sus operaciones y las amenazas en contra de los abogados que representan a dichas comunidades. Estos abusos fueron documentados por la coalición de ONG Foro Suape. Según un reporte de 2014, 29 defensores murieron en Brasil por su defensa del medio ambiente y del derecho a la tierra y el territorio. Un ejemplo claro de este tipo de ataques, es el caso de los pescadores de la Associação de Homens e Mulheres do Mar – Ahomar. Su presidente, Alexandre, ha presentado quejas en contra de Petrobras y otras empresas por el daño a la forma de vida de los pescadores ocasionado por la ruptura de ductos y la construcción de un complejo petroquímico en la bahía de Guanabara. Alexandre está aún bajo el programa de protección del gobierno federal por las amenazas de muerte que ha recibido. Otros pescadores que han protestado han sido asesinados. En diciembre de 2013, invitamos a Petrobras a responder a estos abusos; la empresa negó cualquier involucramiento. 

En 2014, en Guatemala, hombres armados que se auto identificaron como trabajadores de Cementos Progreso dispararon en contra de manifestantes y mataron a una persona; las comunidades indígenas se han opuesto a la planta de cemento desde hace varios años. El conflicto derivó en 11 personas asesinadas y varios heridos. En un posicionamiento público, la empresa negó cualquier participación. En otro caso, la sociedad civil solicitó una investigación sobre el ataque armado que resultó en la muerte de Topacio Reynoso y en graves heridas de Alex Reynoso; padre e hija han sido parte de la resistencia pacífica contra la mina Escobal de Tahoe Resources. Nosotros invitamos a Tahoe Resources a responder; la empresa enérgicamente negó cualquier forma de involucramiento. En otro incidente, Brenda Marleni Estrada Tambito fue asesinada en 2016. Ella era líder e integrante de la Unión Sindical de Trabajadores de Guatemala (UNSITRAGUA). En septiembre de 2015, Rigoberto Lima Choc, quien denunció el derrame tóxico de Repsa en el río La Pasión en el departamento de Petén, fue asesinado afuera de la corte de Sayaxché. Respa, parte de Grupo Hame, negó cualquier involucramiento en el asesinato. 

Honduras es el país con la tasa más alta de asesinatos per cápita de defensores y defensoras que se oponen a la minería, hidroeléctricas y a la agroindustria, de acuerdo a un reporte de 2015 de Global Witness. 111 de estos activistas han sido asesinados desde 2002. En 2016, la reconocida defensora y ganadora del Premio Goldman, Berta Cáceres, fue asesinada; ella era la coordinadora general de COPINH, una organización que defiende los derechos del pueblo lenca. Berta había sido desacreditada, encarcelada y amenazada por sus acciones en contra del proyecto hidroeléctrico Agua Zarca, pero ninguna de estas amenazas fue investigada por el Estado. Las empresas involucradas en la hidroeléctrica se pronunciaron sobre el asesinato. Desde entonces, otros dos miembros del COPINH han sido asesinados. Por otro lado, Juan Francisco Martínez fue asesinado en 2015. Él era parte del movimiento local en contra de la represa Los Encinos. Desde 2009, ha habido 29 asesinatos y 2 desapariciones reportadas con relación al proyecto de aceite de palma de la Corporación Dinant en el Bajo Aguan. La respuesta de Dinant a Human Rights Watch está disponible aquí.

En Colombia, en 2016, docenas de defensores y defensoras fueron asesinados, muchos relacionados con conflictos de empresas y derechos humanos. Por ejemplo, Erley Monroy, quien lideraba la oposición a la industria del fracking en Caquetá, fue asesinado, y uno de sus colegas sufrió un intento de asesinato. Un líder afro-colombiana que se oponía a las operaciones mineras en Cesar, incluidas las actividades de Drummond, fue asesinado; la empresa negó cualquier forma de responsabilidad en este caso. Un abogado que representaba a los mineros informales fue asesinado a balazos, en Antioquia; la empresa que estuvo involucrada en las negociaciones con el grupo en cuestión, Gran Colombia Gold, no comentó sobre dicho asesinato. De acuerdo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, sólo en 2015, 54 defensores y defensoras fueron asesinados en Colombia y docenas han sido víctimas de amenazas de muerte, en el contexto de avance en los diálogos de paz entre el gobierno y las FARC. Estos diálogos incluyeron una serie de reformas al acceso a la tierra de millones de desplazados internos, las cuales involucran a empresas que tienen reclamos sobre dichas tierras. 

En México, en 2016, una colación de ONG documentaron 67 abusos relacionados con empresas. En 32 de los casos, hubo abusos en contra de defensores y defensoras; incluyendo 4 asesinatos. En 2015, los fundadores de una organización local que trabaja con comunidades indígenas fueron intimidados y una activista tuvo que salir de la región tras recibir amenazas por su oposición al proyecto minero de Gabfer. También en 2015, un activista local de Chihuahua tuvo que abandonar el estado por amenazas; él se opone a las actividades mineras de Mag Silver. En 2016, ONG locales denunciaron que las empresas de seguridad que trabajaban para la compañía de transportes, Ferromex, parte de Grupo México, habían asesinado a migrantes centroamericanos en tránsito por México y amenazado a defensores y defensoras. Nosotros invitamos a la empresa a responder pero ésta no contestó. FIDH y otras organizaciones internacionales afirmaron, en un reporte de 2014, que líderes comunitarios defendiendo el derecho a la tierra eran indiscriminadamente atacados en México, Guatemala, Nicaragua y otros países. Entre las empresas involucradas se incluyen a Abengoa, Bonatti, Enagas, Elecnor, B2Gold, Gas Natural y Exmingua (parte de Kappes, Cassiday & Associates). Sólo Abengoa y Gas Natural respondieron.

En Perú, los reportes de la Institución Nacional de Derechos Humanos documentan 47 asesinatos, en los últimos 3 años, en conflictos con empresas mineras y petroleras, incluyendo a Candente Copper, Southern Cross y Las Bambas. Todas las víctimas son miembros de comunidades que se oponen a las actividades extractivas por la falta de consulta previa, libre e informada, el derecho al agua y a la tierra. En 2016, la reconocida defensora ambiental, Máxima Acuña, y su pareja, resultaron gravemente heridos en un ataque supuestamente realizado por sicarios contratados por la empresa minera Yanacocha; la empresa dijo que ella era la víctima de ataques de la pareja. En otro incidente dos miembros de una comunidad murieron, en un conflicto violento con la policía, cuando protestaban contra el proyecto minero Horizonte en noviembre de 2016. 

Varias demandas judiciales se han presentado por este tipo de abusos y violaciones a los derechos humanos. En Brasil, en 2015, una corte decidió que Syngenta era responsable por un ataque armado dirigido en contra de activistas que denunciaban experimentos con maíz genéticamente modificado en una zona fronteriza protegida del Parque Nacional Iguaçu. En 2014, siete hombres guatemaltecos presentaron una demanda contra Tahoe Resouces en Canadá por ataques y heridas sufridos durante protestas. También en Canadá, en 2011, tres demandas fueron presentadas contra Hudbay Minerals, y su subsidiaria HMI Níquel, por supuesta violación colectiva, asesinatos y heridas en Guatemala; todas las demandas continúan abiertas. Un sindicalista demandó a BP ante una corte del Reino Unido, en 2014, por la supuesta complicidad de la empresa petrolera en secuestros y torturas de grupos paramilitares en Colombia. Tras la decisión de Kiobel vs Shell de la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos, un caso en contra de Chiquita sobre su supuesta colaboración con grupos armados ilegales en Colombia para matar a sindicalistas y otros fue desechada en 2015; pero una corte de Florida, en 2016, permitió que el caso en contra de la empresa procediera a juicio, incluyendo la recaudación de testimonios de ejecutivos de Chiquita. Un caso en contra de Drummond, también sobre asesinatos en Colombia, fue inicialmente desechado; pero ante una apelación ante un tribunal superior, en 2016, se revirtió en parte el fallo. Una corte en Colombia sentenció a un ex contratista de Drummond a 38 años de prisión en 2013 y, en 2015, un ex ejecutivo de Drummond fue acusado de asesinato de dos sindicalistas. Drummond presentó una demanda penal contra los abogados de los quejosos y las ONG relacionadas. 

Otros ataques, incluyendo detención arbitraria, juicio injusto, criminalización, acoso legal, vigilancia y restricciones a las libertades de movimiento, expresión y asociación 

“Hay una preocupante perversión del sistema judicial en curso para asfixiar el trabajo de los defensores de derechos humanos, especialmente en sus esfuerzos de llamar la atención sobre las violaciones llevadas a cabo por las empresas multinacionales…” - Bettina Cruz, defensora de los derechos de los pueblos indígenas contra las empresas eólicas en Oaxaca, México, 2015

En Chile, miembros del pueblo indígena Mapuche han sido objeto de detenciones arbitrarias y juicios injustos, desde 2012, como lo ha confirmado en ese sentido la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ellos se oponen a la privatización del agua y la tala industrial en sus territorios ancestrales, que involucran a empresas como la Central Hidroeléctrica Osorno (parte de la Empresa Eléctrica Pilmaiquén).

En el caso de la represa hidroeléctrica Cambalam, de Hidro Santa Cruz (parte de Hidralia), se denunciaron detenciones arbitrarias y acusaciones falsas contra líderes en Guatemala. Nosotros invitamos a Hidro Santa Cruz a responder; afirmó que la mayoría de la comunidad apoya la presa y negó su participación en las detenciones. Entre 2014 y 2015, las autoridades respondieron a la protesta de la comunidad Ch’orti contra los proyectos hidroeléctricos de America Trans Group con represión, criminalización y detenciones. America Trans Group respondió a estas denuncias.  Por muchos años, las comunidades locales, lideradas por mujeres, han estado protestando pacíficamente contra la mina de oro El Tambor, de Kappes, Cassiday & Associates.  En 2014, se produjo un desalojo violento dejando a muchas personas heridas y cuatro detenidas.

En Ecuador, Javier Ramírez, un líder de la oposición al proyecto minero de Enami-EP, fue acusado de “rebelión” y sentenciado a doce meses de prisión en 2015. En otro juicio, dos líderes comunitarios opuestos a la planta hidroeléctrica de Hidrotambo fueron acusados en 2016 de “actos terroristas” por un supuesto ataque a un vehículo de seguridad en 2012, en el contexto de protestas comunitarias contra esa planta. Sobre Yasunidos, un grupo que hace campañas contra la explotación petrolera en la Amazonía, se reveló en informaciones de 2015 que la Secretaría Nacional de Inteligencia había estado analizando los métodos y organización interna de ese grupo, así como recabando datos sobre las identidades de sus activistas, llamadas y otra información, sin mediar orden judicial. En 2016, las comunidades indígenas shuar, opuestas al proyecto minero de Corriente Resources, de propiedad china, sufrieron una escalada en los ataques en su contra, cuando el gobierno declaró el estado de emergencia y detuvo a varios dirigentes. En paralelo, el gobierno inició procedimientos administrativos para cerrar Acción Ecológica, una ONG ambientalista y de derechos humanos que ha sido clave en el apoyo a los indígenas que protestan y que critica el modelo económico extractivista del Estado.

En Perú, un defensor de derechos humanos fue arrestado y acusado de promover la siembra de árboles en terrenos de propiedad de la minera Yanacocha, aunque luego fue liberado; la empresa negó cualquier participación en el hecho. Un grupo de 16 comuneros fueron legalmente acusados de secuestro y otros delitos, aparentemente por causa de su oposición a la expansión de la misma minera Yanacocha.

En algunos casos, los periodistas que informan sobre abusos de las empresas también han sido víctimas de criminalización y demandas que parecieran apuntar a silenciarles. En México, Exploraciones Oceánicas, de Oddyssey Marine Explorations, presentó una demanda penal contra un periodista que denunció en 2014 los posibles impactos negativos de sus operaciones extractivas. En Nicaragua, los periodistas que informaban sobre una protesta contra el Canal Interoceánico, un proyecto de HKND, sufrieron hostigamientos y atropellos por parte de la policía.

En el contexto de conflictos sociales, algunos de los cuales han derivado en violencia, los gobiernos latinoamericanos imponen restricciones a las libertades de movimiento, expresión y asociación de su población. En Venezuela, esto sucedió con los trabajadores de Sidor y otras empresas estatales que protestaban; en Colombia, contra grupos opuestos a la represa de Hidrosogamoso, de Isagen, uno de cuyos líderes fue forzadamente desaparecido; en el Perú, contra indígenas que protestaban contra la contaminación petrolera de Pluspetrol en la Amazonía; en el Paraguay, contra indígenas ayoreo que luchan contra el despojo de tierras por los empresarios ganaderos y de agro-negocios de soja Yaguaraté Porã y Carlos Casado; en Nicaragua, los trabajadores de la empresa de textiles surcoreana, Tecnotex, protestaban por mejores condiciones laborales, cuando la policía detuvo a algunos dirigentes y los llevó a juicio.

Conclusiones

A pesar de la cantidad de abusos, también existen razones para la esperanza. Ha habido empresas que han dado pasos positivos con actuaciones como las de ocho empresas de textiles que produjeron una declaración en 2015 haciendo un llamado al gobierno mexicano para emprender hechos de respeto a la libertad de asociación.  Algunos inversionistas están más conscientes de los riesgos legales, financieros y a su reputación por no considerar los temas de derechos humanos en sus inversiones y están ejerciendo mayor presión hacia las empresas en sus portafolios respecto de los derechos humanos y las defensoras y defensores de derechos humanos, como ocurrió con FMO en el caso de Agua Zarca.

Sin embargo, estos ejemplos son escasos y aislados. Los últimos tres años América Latina se han caracterizado por un preocupante y claro incremento en la criminalización y los ataques en contra de organizaciones y comunidades que están defendiendo y promoviendo los derechos humanos frente a inversiones de gran escala, así como violaciones de derechos laborales, como indican los casos presentados en este informe (que no representa una lista exhaustiva).

Con frecuencia, las defensoras y defensores de derechos humanos carecen de garantías básicas de seguridad y son objeto de campañas calumniosas y persecución legal dirigida a obstruir su trabajo de enarbolar los principios de los derechos humanos y los de las víctimas. El Relator Especial de la ONU sobre defensores/as de derechos humanos ha destacado, en varias ocasiones, que este grupo de personas es uno de los más vulnerables. Los informes de diversas organizaciones observadoras que hacen seguimiento a la situación de defensoras/es coinciden, en general, en resaltar el clamor por defensores/as atrapados/as en un contexto de creciente competencia por el control de la tierra y los recursos naturales. Los casos aquí señalados ejemplifican las tendencias y métodos, y la particularmente grave situación de vulnerabilidad que afrontan los pueblos indígenas y las mujeres defensoras.

La lamentable conclusión es que los ataques se han tornado sistemáticos, estratégicos e intrínsecos a la forma como se hacen los negocios en muchos sectores y regiones de América Latina. Existen países – y zonas dentro de esos países - en donde la represión es particularmente intensa.  Además, los gobiernos han introducido normas que limitan las libertades ciudadanas en la región. Las regulaciones draconianas y leyes tendenciosas contra quienes se oponen a proyectos e inversiones son empleados rutinariamente en toda la región, para disuadir a otras personas de protestar, independientemente de las posibles consecuencias negativas que tales proyectos puedan traer.

A pesar de todo esto, junto con el imperativo moral para que las empresas eviten el abuso y la represión, existe igualmente una razón clara de negocios. Los abusos y violaciones derivan en protestas, suspensiones y demandas con un alto potencial de pérdidas financieras. En nuestra era de redes sociales globales, las empresas también están cada vez más expuestas al escrutinio público y los riesgos a su reputación que van de la mano de los abusos o violaciones. Esto puede resquebrajar la licencia social para que una empresa opere, incrementa los costos de capital, aísla el talento que es un punto clave para una mayor competitividad y atrae el oprobio de campañas mundiales en su contra.

Esta situación debe cambiar, por lo que nuestras recomendaciones para las empresas son:

· Cuando la legislación nacional esté en niveles inferiores respecto de la normativa internacional, seguir el estándar más alto posible. Esto ayudará a que la empresa no sólo evite estar involucrada en abusos/violaciones de derechos humanos, sino en demandas y campañas negativas, potencialmente desastrosas.

· Emprender acciones para proteger y contribuir a la defensa del trabajo de defensoras/es de derechos humanos. Su trabajo en últimas también garantiza un ambiente de respeto por el estado de derecho en donde pueden prosperar los negocios. Las empresas tienen una influencia significativa sobre el gobierno y por ende, al asumir una postura, pública o privadamente, cada vez que un/a defensor/a sea atacado, puede hacer una diferencia real y positiva.

· Las empresas deberían contemplar el desarrollo de una política de compromiso con el respeto y apoyo a la sociedad civil, las libertades ciudadanas y las/os defensoras/es de derechos humanos, como lo ha hecho Adidas, o incluir cláusulas relativas a estas personas en sus políticas ya existentes.

· Garantizar que las personas y las comunidades afectadas por proyectos de infraestructura y extractivos puedan ejercer el derecho a la consulta previa, libre e informada, y puedan incluso negar el consentimiento a proyectos de extracción de recursos naturales que les afecte directamente. Cuando ya hayan ocurrido daños, deberían estas personas recibir una reparación justa y oportuna, incluyendo actividades para remediar los daños ambientales y sociales.

· Promover una cultura de respeto de los derechos humanos mediante la implementación de acciones de diligencia debida en derechos humanos antes de emprender inversiones, con atención especial a las regiones que han sufrido violencia y conflictos armados previamente.
 
Recomendaciones para los gobiernos de América Latina:

· Cumplir con sus obligaciones de respeto, protección y promoción de los derechos humanos, de acuerdo con los Principios Rectores de la ONU sobre las empresas y los derechos humanos y demás instrumentos internacionales obligatorios. Promover los Planes Nacionales de Acción para internalizar los Principios Rectores que incluyan garantías explícitas y medidas de protección al trabajo de los/las defensores/as de derechos humanos. Ello debería igualmente cubrir lo que se espera de sus empresas que operan en otros países. Durante los procesos de consulta, asegurar que las personas afectadas y sobre todo, las perspectivas de las víctimas, se tomen en cuenta en un ambiente seguro y con libertades.

· Los gobiernos deben intervenir urgentemente para detener la violencia creciente contra defensores/as de derechos humanos. Esto incluye frenar la estigmatización hacia ellos/ellas, el fortalecimiento de leyes de protección, garantizando que los procedimientos judiciales y administrativos no estén prejuiciados, sean eficientes y accesibles para todos, así como asegurando que quienes sean responsables de los abusos/violaciones sean llevados ante la justicia y que el derecho a la libertad de expresión de quienes son críticos a proyectos empresariales, periodistas investigadores y órganos de control también se garantice.

· Garantizar la transparencia en la adjudicación de licencias y contratos y sólo después de haber escuchado y considerado seriamente los puntos de vista de las comunidades. Esto traerá beneficios de largo plazo al país en la forma de regalías justas e impuestos justamente distribuidos, incluyendo a aquellas comunidades directamente afectadas por los proyectos.

· Producir reglamentos para fortalecer e implementar la legislación que protege los derechos de las víctimas de abusos de derechos humanos por las empresas. Por ejemplo, los gobiernos deberían incluir cláusulas de derechos humanos en las compras públicas a empresas privadas y en sus acuerdos comerciales.
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